PROYECTO DE LEY

Artículo 1º.- La presente Ley tiene por objeto determinar las obligaciones del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en los procesos judiciales y en los procedimientos administrativos en los cuales pueda disponerse la desocupación de bienes inmuebles utilizados con uso manifiesto de vivienda en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Art. 2º.- El Poder Ejecutivo de la Ciudad de Buenos Aires establecerá la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.

Art. 3º.- Créase en el ámbito de la Autoridad de Aplicación un registro actualizado que contendrá información sobre las desocupaciones de inmuebles realizadas, los procesos judiciales o procedimientos administrativos en los cuales se hayan requerido desocupaciones de inmuebles, así como la población afectada en forma efectiva o potencial. La información del Registro deberá sistematizarse a fin de elaborar un diagnóstico sobre la cuestión que permita implementar soluciones adecuadas a la gravedad del problema.

Art. 4º.- Cuando un órgano, ente o funcionario/a del Poder Ejecutivo tome conocimiento, de manera oficial o extraoficial, de la existencia de un proceso judicial o un procedimiento administrativo en el cual pueda disponerse la desocupación de bienes inmuebles utilizados con uso manifiesto de vivienda deberá comunicar dicha situación a la Autoridad de Aplicación
Art. 5º.- El Ministerio Público Fiscal de la Ciudad deberá comunicar, en forma inmediata, a la Autoridad de Aplicación, a la Defensoría General de la Ciudad y a la Asesoría General Tutelar de la Ciudad de todo proceso judicial del que tome formal conocimiento, en el que se haya solicitado la desocupación de bienes inmuebles utilizados con uso manifiesto de vivienda, así como aquellos en los que se investigue la comisión del delito de usurpación, existan o no personas individualizadas como presuntas comitentes de dicho delito.

Art. 6º.- La Autoridad de Aplicación deberá garantizar la intervención de un Equipo Interdisciplinario de Profesionales que, en forma inmediata a la toma de conocimiento, se hará presente en el inmueble sujeto a desocupación o en el lugar donde se encontraren las personas desalojadas, con el fin de asistir a dichos/as habitantes hasta tanto se resuelva adecuadamente su situación habitacional. 

Art. 7º.- El Equipo Interdisciplinario referido en el artículo 7º estará integrado, entre otros, por profesionales de las siguientes disciplinas: 

· Trabajadores/as Sociales.

· Psicólogos/as.

· Abogados/as.

· Médicos/as.

Art. 8º.- El Equipo Interdisciplinario deberá:

a) Brindar asesoramiento jurídico a los/as afectados/as.

b) Confeccionar una "Ficha del Desalojo" en la que conste la situación judicial de los/as afectados/as y un "Informe Socio-Ambiental" en el que conste la situación socio-económica de los mismos. Los/as profesionales deberán entregar una copia de la ficha y del informe con sus firmas a los/as afectados/as.

c) Poner en conocimiento a los/as afectados/as, en ocasión del primer contacto y por escrito, de los servicios de patrocinio jurídico gratuito existentes en la Ciudad de Buenos Aires y de los distintos programas y dispositivos con los que cuenta el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires para atender a quienes se encuentran en situación de calle o en emergencia habitacional.

d) Facilitar el traslado de los/as afectados/as a las dependencias encargadas de tramitar su incorporación a los programas del Gobierno de la Ciudad.

e) Facilitar a los/as afectados/as el traslado de sus pertenencias al lugar que estos/as dispongan.

f) Brindar asistencia a las familias y personas afectadas hasta tanto se resuelva su situación habitacional.

Art. 9º.- El Poder Ejecutivo garantizará la existencia unidades de contención con infraestructura adecuada para albergar transitoriamente a las personas y familias destinatarias de la presente ley que encuentren dificultades para reubicarse por sus propios medios. Dicha unidad de contención deberá estar en condiciones de albergar a los núcleos familiares en su conjunto, resguardando su intimidad y hasta tanto esté garantizada su relocalización. La Unidad de Contención abrirá todos los días del año y permanecerá abierta durante las 24 horas del día.

El Poder Ejecutivo creará depósitos destinados a que los/las afectados/as puedan guardar sus pertenencias. 

Art. 10º.- Con el objeto de garantizar el derecho a la vivienda adecuada de las personas afectadas, los/las funcionarios/as públicos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tendrán la obligación de comparecer personalmente cuando sean convocados a audiencias en los procesos judiciales en los cuales pueda disponerse la desocupación de bienes inmuebles utilizados con uso manifiesto de vivienda en la Ciudad Autónoma de Buenos. 

Art. 11º.- En todos los casos el Poder Ejecutivo garantizará que los/as afectados/as por el desalojo no queden en situación de calle. 

Art. 12º.- La Autoridad de Aplicación deberá remitir mensualmente a la Comisión de Vivienda de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la información relativa a la aplicación de la presente ley, así como información estadística acerca de los datos que surgen del Registro creado en virtud del Art. 3º de la presente norma. 

Art. 13º.- Comuníquese, etc.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Si consideramos el amplio reconocimiento legal del que goza el derecho a la vivienda como derecho humano fundamental, así como la interdependencia de los derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales, resulta evidente que la vivienda no puede ser considerada como una simple mercancía sujeta al libre juego de la oferta y la demanda y al poder de compra de sus demandantes, sino que fundamentalmente debe ser entendida como un derecho que tienen los ciudadanos, garantizado en la Constitución local (Arts. 31, 17, 18, 20, 38 y 40), la Constitución Nacional (Arts. 14 bis y 75 Inc. 17) y los tratados de derechos humanos que en función del Art. 75 Inc. 22 la integran. Esto significa que se trata de un derecho social exigible frente a los poderes públicos que genera obligaciones jurídicas para los Estados.

El Art. 25, párrafo 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios, así como tiene derecho a un seguro en los casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. A través del Art. 11 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), los Estados partes se comprometieron a tomar medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, que según se desprende de la observación Nº 4 del Comité DESC no resulta equiparable con el cobijo que resulta de tener un tejado por encima de la cabeza sino que debe ser interpretado como derecho a un vivienda adecuada que al menos debe satisfacer una serie de condiciones mínimas. 

Este reconocimiento formal contrasta en los hechos con las reales posibilidades de acceso y/o sostenimiento de la vivienda para un amplio sector de la población de la ciudad que padece el constante incremento del valor del suelo, las propiedades y los alquileres a raíz de una oferta insuficiente, y que además responde a una lógica de tipo especulativa.
Esta situación, conjugada con altos índices de desempleo, subempleo, empleo informal, pobreza y un sistema de créditos y alquileres inaccesible, termina incentivando la búsqueda de alternativas habitacionales informales que contribuyen a engrosar los niveles de emergencia habitacional y desalojos de la Ciudad. 

A pesar de carecer de estadísticas integradas sobre desalojos en la ciudad es evidente que, en los últimos años, por el correlativo incremento de la informalidad y el acortamiento de los procesos judiciales, se ha producido un incremento exponencial de los desalojos. Situación que debe ser considerada en el marco de la emergencia habitacional que atraviesa la ciudad, el crecimiento de las estrategias informales de vivienda y las modificaciones a la normativa, que han creado nuevas herramientas que hicieron más expeditivo el lanzamiento y restaron garantías judiciales a los demandados o imputados. En consecuencia, los plazos de resolución de los desalojos se han acortado priorizando el derecho de los propietarios a disponer de su inmueble de manera anticipada, pero sin tomarse los recaudos necesarios para evitar la vulneración de derechos de los afectados por tales medidas. 

La Observación Nº 7 del Comité DESC consideró que entre las garantías procesales que se debería aplicar en el contexto de los desalojos forzosos figuran:

a) una auténtica oportunidad de consultar a las personas afectadas. 

b) un plazo suficiente y razonable de notificación a todas las personas afectadas con antelación a la fecha prevista para el desalojo. 

c) facilitar a todos los interesados, en un plazo razonable, información relativa a los desalojos previstos y, en su caso, a los fines a que se destinan las tierras o las viviendas.

d) la presencia de funcionarios del gobierno o sus representantes en el desalojo, especialmente cuando éste afecte a grupos de personas.

e) identificación exacta de todas las personas que efectúen el desalojo.

f) no efectuar desalojos si hay mal tiempo o de noche, salvo que las personas afectadas den su consentimiento; 

g) ofrecer recursos jurídicos; 

h) ofrecer asistencia jurídica siempre que sea posible a las personas que necesiten pedir reparación a los tribunales.

Los desalojos no deberían dar lugar a que haya personas que se queden sin vivienda o expuestas a violaciones de otros derechos humanos. Cuando los afectados por el desalojo no dispongan de recursos, el Estado Parte deberá adoptar todas las medidas necesarias, en la mayor medida que permitan sus recursos, para que se proporcione otra vivienda, reasentamiento o acceso a tierras productivas, según proceda.

Por todo lo expuesto, y considerando que la Ciudad se encuentra en situación de emergencia habitacional formalmente reconocida a través de las leyes 1.408 y 2.472; que la necesidad de intervención del Gobierno de la Ciudad en los desalojos ha sido reconocida por la Fiscalía General de la Ciudad a través de la resolución 121/08 que establece el protocolo de actuación para la restitución de inmuebles usurpados; que existen antecedentes normativos implementados en situaciones de Emergencia Habitacional que contemplan la participación de Desarrollo Social (Decreto 1128/97); y, fundamentalmente, que hoy en día la intervención del Ministerio de Desarrollo Social carece de regulación y sistematicidad, y esto dificulta la construcción de un sistema de protección eficaz a los damnificados, es que se plantea la necesidad de avanzar en una legislación que regule -con algún grado de especificidad- el procedimiento de asistencia y contención antes, durante y después de producirse un desalojo en el que esté en juego un derecho social, con el objetivo de facilitar recursos jurídicos, sociales y económicos a los afectados, que faciliten la búsqueda de soluciones habitacionales consensuadas y de manera anticipada a producirse el desalojo, que desincentiven la reproducción de estrategias informales de acceso a la vivienda.

Por todo lo expuesto, solicitamos la sanción del presente proyecto de ley.
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